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MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, 
                                           
Aprobado por Acta No.
        
                                                       
Hora: 
Se ocupa la Sala de desatar el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la interna SANDRA MILENA VALENCIA VEGA, contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el pasado once (11) de abril de dos mil seis (2006), por medio del cual le redosificó la pena al aplicar por favorabilidad la rebaja punitiva contemplada en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004.
1.- PROVIDENCIA 

En el proceso de redosificación punitiva por el acogimiento a la sentencia anticipada, el señor Juez que vigila el cumplimiento de la pena, tuvo en cuenta que la señora VALENCIA VEGA descontaba la pena impuesta por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de la ciudad de Armenia (Qdío.), del orden de treinta y dos (32) meses, dentro del proceso que se le adelantó por tráfico de estupefacientes, dentro de la cual se le había reconocido una disminución de la tercera parte por el acogimiento a la sentencia anticipada.
Acudió entonces a lo dispuesto en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004 y lo concluido en la sentencia T-091 del 10 de febrero de 2006, donde se había definido que en aplicación del principio constitucional que consagraba la favorabilidad en materia penal, debían concederse los descuentos punitivos por aceptación de imputación, contemplados en la nueva codificación procedimental penal, a aquellas situaciones en las cuales el procesado hubiera acudido a la aceptación de cargos con fines de sentencia anticipada.
Así las cosas, tal y como lo señalaba la decisión aludida, se remontó a los factores sobre los cuales el fallador calculó la pena a imponer, para lo cual se había ubicado en la cantidad menor del cuarto mínimo, luego de lo cual se analizaron entre otros la gravedad de la conducta y se tuvieron en cuenta las circunstancias de menor punibilidad previstas en el artículo 55 numeral 1º del Código Penal, de tal manera que en ese momento, se otorgó la rebaja consagrada en la norma, es decir, un descuento de la tercera parte de la pena.
Para la redosificación pertinente, partió de la sanción inicialmente calculada por el Juzgado del Conocimiento, 48 meses de prisión, sobre la cual hizo una rebaja del 34% (16 meses y 10 días) que arrojó como resultado una pena definitiva de treinta y un (31) meses y veinte (20) días de prisión; en tanto que la multa la dejó en 1.32 s.m.l.m.v. 
2.- RECURSO 

Al manifestar su inconformidad el anterior apoderado de la interna, refiere de manera errónea que a su defendida se le negó la redosificación pedida con el argumento de no haberse acogido a la sentencia anticipada, tesis frente a la cual, trae a colación decisión de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia atinente con lo que se debe entender como colaboración efectiva con la justicia. Refiere además, que no fue culpa de la señora SANDRA que una vez se acogiera a la sentencia anticipada, posteriormente se anulara la diligencia de formulación de cargos.
Solicita que la aceptación o colaboración prestada por su defendida sea tenida en consideración tal como se señaló en la jurisprudencia aludida, para que se revoque la decisión y en consecuencia se conceda la redención de pena que corresponda.
3- Para resolver, SE CONSIDERA 

De entrada debe decir la Sala que tal como está sustentada la impugnación presentada, referida a una decisión completamente diferente a la que tomó el Juzgado de primera instancia y por supuesto, con  unos planteamientos completamente alejados de la realidad procesal que refleja el presente evento, lo normal sería que ante la falta de una adecuada sustentación del recurso, el mismo se declarara desierto y se dispusiera la devolución de la actuación al Juzgado de ejecución de penas y medidas de seguridad pertinente.

Sin embargo, ocurre que por la experiencia que ha tenido la Corporación al pronunciarse sobre recursos interpuestos contra el mismo despacho de primera instancia, donde ha sido necesario realizar modificaciones sobre la manera en que se procedió a realizar la redosificación punitiva en aplicación del principio de favorabilidad –igual a la que aquí se utilizó-. Por ello,  es necesario dar aplicación al precepto constitucional contenido en el artículo 228 que consagra la prevalencia del derecho sustancial (el fondo sobre la forma) y por ende, la Sala verificará de manera oficiosa si la señora SANDRA MILENA VALENCIA VEGA puede acceder a un descuento punitivo mayor a aquél que le fuera otorgado por el funcionario de primer grado.
En ese cometido, es menester mencionar que en múltiples y reiteradas decisiones recientes, esta Corporación ha adoptado el criterio según el cual, en virtud de las decisiones en ese sentido adoptadas por la Corte Constitucional
, sí es posible en aplicación del principio de favorabilidad reconocer un descuento punitivo mayor al que se concedió en vigencia de la Ley 600 de 2000, a quienes se acogieron a la sentencia anticipada, dado que el artículo 351 de la Ley 906 de 2004 trae una rebaja de pena mayor para quienes acepten los cargos que se les imputa por parte de la Fiscalía (figura análoga y benéfica). 
En tales eventos, se ha acogido la posición de nuestro máxime intérprete constitucional, excepto en la forma como se debe proceder a realizar la readecuación punitiva, en vista de que la solución prevista por la Corte, implica volver sobre los análisis hechos al momento de individualizar la pena. En este particular acápite la Sala estima que la rebaja punitiva por acogimiento a la sentencia anticipada, como fenómeno postdelictual que es, debe realizarse una vez superado el proceso de dosificación punitiva y fijada la pena a aplicar, luego de lo cual, se hará la deducción pertinente, siempre teniendo en mente lo expresado por la misma Corte Constitucional cuando dijo: “Cuanto más distante se encuentre el proceso del juicio, el allanamiento genera un mayor reconocimiento punitivo”, dado que uno de los principales presupuestos del otorgamiento de la disminución punitiva reside en el mayor o menor desgaste del aparato judicial que se derive de la conducta asumida por el procesado. Vale la pena traer a colación lo que sobre este específico punto se mencionó en decisión del 10-05-2006, Rad. 660016000035-2006-00497-01, con ponencia de quien ahora ejerce igual función, proferida en proceso adelantado dentro del sistema basado en el principio acusatorio, momento en el cual se hizo la siguiente acotación:
Como se observa, lo dicho por el Tribunal en aquella ocasión, coincidencialmente casa perfectamente en su punto de partida con lo que recientemente concluyó la Corte Constitucional en la sentencia T-091/06  M.P. Jaime Córdoba Triviño, cuando expone que ese primer descuento no debe ir entre un día a la mitad, sino entre una tercera parte y la mitad, en una interpretación progresiva de la aludida figura. 

Sostenemos por tanto, salvo mejor criterio claro está, que dentro de ese preciso rango de movilidad, no deberían tener incidencia ninguno de los factores de dosificación aplicables en el instante de cuantificar la pena principal dentro de los cuartos punitivos, so pena de transgredir los principios de legalidad, de objetividad y de no doble ponderación que en este campo deben respetarse.

Para tranquilidad, observamos que una muy reciente decisión de la Sala de Casación Penal, coincide con el entendimiento adoptado por este Tribunal, en ese punto específico según el cual los criterios del artículo 61 del Código Penal no se aplican para estimar la graduación de ese “hasta la mitad”, pues a juicio de la alta Corporación, ellos se agotan en el instante de individualizar la pena que como se sabe es una operación que debe hacer el Juez antes de proceder a analizar los llamados descuentos extrapenales. Para el caso del citado descuento, juegan otros criterios diferentes. Textualmente sostiene la Corte:

…el juez debe tasarla conforme al tradicional sistema de cuartos y de la ya individualizada hacer la rebaja correspondiente, atendiendo factores tales como -a título ejemplificativo- la eficaz colaboración para lograr los fines de justicia; la significativa economía en la actividad estatal de investigación; el que la ayuda que se genere con la aceptación de los cargos muestre proporción con la dificultad probatoria; el que -cuando sea del caso- se facilite descubrir otros partícipes u otros delitos conexos; el que no se dificulte investigar otras conductas o partícipes, etc, sin influir en este momento los referentes tenidos en cuenta para individualizar la sanción, pues ya agotaron su función.

En ese orden de ideas, si ya se estableció por vía jurisprudencial constitucional la viabilidad de la aplicación de los descuentos punitivos consagrados en la Ley 906 de 2004, estima este Juez Colegiado que debe considerarse para determinar su monto, el momento procesal en que la aceptación de los cargos tuvo ocurrencia, en el entendido que allí se hablaba de una cantidad fija -una tercera parte- cuando ello ocurría desde la indagatoria inclusive hasta antes de la ejecutoria de la resolución que disponía el cierre de la investigación y, de otra, cuando tal manifestación ocurría a partir de ese momento -una octava parte-. En otras palabras, el descuento debe ser mayor, por ejemplo, cuando la aceptación ocurre durante la indagatoria y menor cuando se verifica después de ésta o en la medida en que se acerque al proferimiento de la providencia que declara cerrada la investigación, sin dejar de considerar la efectiva colaboración con la justicia a la que se hizo referencia en la cita antes transcrita, como factor que también incide de gran manera en el descuento a otorgar.

3.1. El Caso Concreto. 

De entrada debe decir la Sala que mirada con detenimiento la redosificación punitiva realizada por el señor Juez de primer grado en el presente evento, aparece como inconveniente y casi insignificante, en especial, ante el hecho de no haberse explicado la razón por la cual sólo se otorgó un descuento inferior al uno (1%) por ciento, incluso, sin que ninguna variación se produjera sobre la pena de multa que soporta el sentenciado.

Con miras a determinar cuál es el descuento punitivo que ahora se otorga, es imperativo mencionar que un análisis de la situación del señor QUIROZ CORTÉS revela que la indagatoria fue vertida el veintitrés (23) de julio de 2004, diligencia durante la cual manifestó amenidad a los cargos, al explicar que solamente estaba guardando el estupefaciente hallado en su residencia, a lo cual accedió por la situación económica calamitosa que atravesaba y concluyó afirmando que por el momento no deseaba acogerse a la sentencia anticipada. Su situación jurídica fue resuelta mediante resolución del treinta (30) de julio siguiente. El nueve (9) de agosto se recibió oficio mediante el cual el procesado solicitaba la fijación de fecha y hora para la diligencia de formulación de cargos con fines de sentencia anticipada, la cual se realizó el trece (13) de agosto de dos mil cuatro (2004).
A simple vista se aprecia que la aceptación no se produjo en la primera salida procesal y por el contrario, fue necesario que se resolviera la situación jurídica, luego de lo cual se produjo el acogimiento a la sentencia anticipada. No obstante, después de practicada la diligencia de inquirir, no se incorporó al plenario probanza alguna, con lo cual se puede decir que no hubo desgaste innecesario de los recursos de la administración de justicia. Así las cosas, en aplicación del criterio atrás anunciado, estima consecuente esta Sala conceder un descuento adicional a aquél que se le había reconocido en la sentencia aludida, de tal manera que la rebaja total será de un cuarenta (40%) por ciento. Como el señor Juez del conocimiento tasó la pena en 72 meses de prisión y multa por 100 s.m.l.m.v.,  al aplicarle un descuento del 40% (no se trata del casi 1% concedido en la primera instancia, sino de una cantidad próxima al 7%), que equivale respectivamente a 28.8 meses de prisión y 40 s.m.l.m.v., se tiene que la sanción total a cumplir será del orden de 43.2 meses, equivalente a 42 meses y 6 días de prisión; en iguales términos, la multa lo será por 60 s.m.l.m.v. La pena accesoria de inhabilitación de derechos y funciones públicas se impondrá por el mismo lapso de la pena privativa de la libertad. Así se dejará consignado en la parte resolutiva de esta decisión.

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal, RESUELVE:
Primero: SE CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, objeto de apelación, pero SE MODIFICA de la siguiente manera:

Segundo: Se RECONOCE al señor DIEGO ALEXANDER QUIROZ  CORTÉS un descuento punitivo adicional al otorgado al acogerse a sentencia anticipada, de tal manera que la rebaja punitiva será del orden de un cuarenta (40%) por ciento, de conformidad con el contenido del artículo 351 de la Ley 906 de 2005, la cual se aplica en virtud de principio de favorabilidad. Por lo tanto, la pena definitiva será de 42 meses y 6 días; y, multa por valor de sesenta (60) s.m.l.m.v. La pena accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas será por el mismo lapso de la pena principal.

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

         ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
� Cfr. Sentencias T-1211 del 24-11- 2005, M.P. Clara Inés Vargas Hernández y T-091 del 10-02-2006, M.P. Jaime Córdoba Triviño.


  


� C.S.J., Sala de Casación Penal, Sentencia de Tutela de Primera Instancia de fecha 04 de abril de 2006, M.P. Alfredo Gómez Quintero, Radicación 24.868.
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